Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la Iniciativa de reforma al Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, propuesta por el Diputado Abraham Cepeda Izaguirre, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una Iniciativa de Ley que Crea el Instituto Estatal Contra las Adicciones, planteada por el Diputado José Andrés García Villa.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una Iniciativa de Ley para la Protección a los No Fumadores en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado José Andrés García Villa.

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de reforma al Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, propuesta por el Diputado Abraham Cepeda Izaguirre, del Grupo Parlamentario “ Luis Donaldo Colosio Murrieta ” del Partido Revolucionario Institucional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso se dio cuenta de la Iniciativa de reforma al Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, propuesta por el Diputado Abraham Cepeda Izaguirre, del Grupo Parlamentario “ Luis Donaldo Colosio Murrieta” del Partido Revolucionario Institucional.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva del Pleno se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 97, 102 Fr. I y 103 Fr. I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa para reformar el Artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, propuesta por el Diputado Abraham Cepeda Izaguirre, del Grupo Parlamentario “ Luis Donaldo Colosio Murrieta ” del Partido Revolucionario Instituc se basa en las consideraciones siguientes:

“ La Constitución de un Estado es la determinación originaria de los órganos de gobierno  y la competencia que se atribuye a los mismos para dictar normas obligatorias; en este sentido, la Constitución de un Estado es un ordenamiento fundamental y supremo que estructura jurídicamente a un pueblo considerando su  historia, sus valores, su ideología de carácter político, económico y social;  pues no basta que un Estado tenga una constitución  para calificarlo como constitucional, sino que es necesario que posea una Constitución escrita que refleje un cierto régimen que garantice la libertad y la democracia. 

En efecto, un gobierno solo merece el calificativo de constitucional cuando procura una razonable garantía de  que la voluntad política se inspirará en el interés de los gobernados  y de que el derecho a la vida, a la libertad y a la propiedad del individuo se determinarán por leyes generales y estarán protegidos.

Pero no sólo la garantía de la libertad es lo que caracteriza a un Estado como constitucional, sino también el desarrollo de la democracia, entendida esta en un sentido tridimensional: como forma de gobierno, como forma de gobernar y como forma de vida

Como forma de gobierno, la democracia garantiza el acceso al poder por medio de elecciones limpias, transparentes y equitativas. Como forma de gobernar la democracia salvaguarda la dignidad, igualdad y el libre desarrollo de la persona humana, los derechos fundamentales que le son inherentes, los derechos sociales, el respeto a la constitucionalidad y la promoción, fomento y ejercicio de una cultura política basada en la pluralidad, diversidad, tolerancia y racionalidad. Como forma de vida, la democracia es un valor de convivencia humana para lograr el constante mejoramiento social, cultural económico y político de una sociedad.

Ahora bien, dentro de la clasificación que suele hacerse de los ordenamientos constitucionales, la nuestra corresponde al tipo de Constitución escrita y rígida y se le define como un documento supremo de carácter solemne que contiene un conjunto de normas jurídicas que sólo pueden ser modificadas mediante la observancia de prescripciones especiales,  cuyo objeto es dificultar su modificación.

El carácter supremo e  intangible de la Constitución implica, por una parte, que su autor al que se denomina      “ Poder Constituyente” ,   es distinto de los poderes constituidos y les precede y por otra, que sus normas al estar colocadas fuera del alcance o por encima del Poder Legislativo, no pueden ser modificadas sino por un órgano de naturaleza diversa al que se denomina “ Poder Constituyente Permanente.”, que como órgano constituido no puede variar o modificar los principios esenciales sobre los que el ordenamiento constitucional se asienta, sino sólo los  preceptos constitucionales que estructuren dichos principios o las instituciones políticas, sociales, económicas o jurídicas que en la Ley Fundamental se establezcan, sin afectar en su esencia a unos o a otros.

Así pues, ninguna generación tiene el derecho de atar a las subsecuentes a sus propios códigos normativos pues siendo todas las leyes,  de las cuales no se exceptúan las constitucionales, disposiciones jurídicas que tienen como finalidad regular situaciones específicamente dadas de acuerdo con condiciones políticas, económicas, morales, de justicia, etc., cuando estas se alteran, deben también modificarse las leyes que las regulan, so  pena de generar, ante su obsolescencia,  una situación de "letra muerta" que sería tal vez lo menos malo, sino eventualmente un conflicto socio-político ante la falta de correspondencia con la realidad.

Ante este perspectiva, con mucha visión de futuro, el Constituyente permite las adiciones y reformas a la Carta fundamental mediante una instancia constituida por el Congreso de la Unión y por las Legislaturas de los Estados, quienes conforme al artículo 135 de nuestra ley fundamental, sólo están facultadas  para votar las propuestas de adición o reforma a dicho ordenamiento. 

Establecido lo anterior, los Congresos locales hemos intervenido en. dicho procedimiento constitucional como decisores forzados, donde tenemos voto pero no voz, contrario al principio general y lógico en el que la ley, en ocasiones, otorga a determinados órganos la facultad de emitir su opinión, sin derecho a votar, de donde se infiere, que el presupuesto lógico para emitir un voto, es la discusión y conocimiento del tema sobre el cual se va a decidir, porque sencillamente tiene sentido darle voz, es decir, oír la opinión de alguien calificado para opinar, antes de que voten los que tienen derecho a ello, pero otorgar el derecho de voto como acción principal impidiendo que el votante se haga escuchar, ciertamente pugna contra el federalismo constitucional, que requiere de la participación de Estados miembros cada vez más informados y no de simples receptores pasivos de un voto.

La precitada situación genera además una condición altamente inconveniente para la operación de un sistema de reformas constitucionales en un mundo de amplia participación política, pues al excluir  los Congresos locales de la oportunidad de hacerse oír en esta materia, como actualmente acontece, puede dar por resultado un voto negativo  ante el desconocimiento  de todos los factores que motivaron la adición o reforma.  

En esencia, reconocerle intervención en el análisis de un punto de reforma constitucional a quien finalmente tiene derecho a votar sobre el mismo, implica no solamente un ejercicio de lógica muy elemental, sino más puntualmente una razón básica de conveniencia y convivencia políticas que, en caso contrario, dadas las condiciones actuales de pluralidad política y participación democrática, dejará agonizar a un sistema o procedimiento de reforma constitucional que muy pronto estará prácticamente deteriorado, perdiéndose la oportunidad de modificar con oportunidad una institución que ya no corresponde a la realidad de nuestro tiempo, en el que la creatividad y la innovación son características propias de un régimen federalista, basado en la fuerza de sus partes , y no en una sola de ellas, la federación.

Rescatar para las legislaturas locales la posibilidad de que se hagan oír, y no solamente puedan votar con respecto a las iniciativas de reforma constitucional, implica finalmente un ejercicio de federalismo, por cuanto así se garantiza en los hechos la participación activa de los integrantes del Pacto Federal en la conformación de la voluntad general, cuya más auténtica manifestación es precisamente, la revisión y actualización del mismo.

En la construcción del federalismo de nuestro tiempo, no debe tolerarse el privilegio absurdo e ilógico de que opinen sobre reformas constitucionales solo algunos de los órganos que pueden votar sobre el referido punto, excluyéndose a  los otros; o, para decirlo con énfasis más especial, excluyéndose a algunos de los que habrán de decidir la discusión sobre el tema de lo que habrá de decidirse.

Si se establece como aquí se propone, que los Congresos locales designen y acrediten un delegado de entre sus miembros para hacerse oír en las cámaras federales cuando estas discutan una iniciativa de modificación constitucional, se generará un efecto según el cual, al traer los referidos delegados a sus correspondientes Cámaras Legislativas la noticia o información relativa a dichas discusiones, prácticamente se estará analizando . el asunto en todos los confines de la República y por todos los representantes de la soberanía del pueblo mexicano, que es, por cierto, lo mejor que puede pasar cuando se habla de una modificación del Código Político de la Nación, con visa a un auténtico Estado Constitucional.

Vale dejar apuntado, por último, que nunca como ahora resultará oportuno introducir en nuestro régimen constitucional una modificación como la que se propone, porque una auténtica reforma del Estado sólo  podrá concretarse mediante la recomposición de nuestras bases constitucionales y para ello lo primero que debe hacerse al respecto, es precisamente poner al sistema de reforma constitucional en consonancia con las condiciones políticas actualmente imperantes.

TERCERO.  Como bien se asienta en la exposición de motivos que antecede,  la Constitución de un Estado es un ordenamiento fundamental y supremo que estructura jurídicamente a un pueblo considerando su  historia, sus valores, su ideología de carácter político, económico y social.

En efecto, en la medida que el gobierno procure una razonable garantía de  que la voluntad política se inspirará en el interés de los gobernados  y de que el derecho a la vida, a la libertad y a la propiedad del individuo se determinarán por leyes generales y estarán protegidos, merecerá el calificativo de constitucional.

 Así pues, ninguna generación tiene el derecho de atar a las subsecuentes a sus propios códigos normativos pues siendo todas las leyes,  de las cuales no se exceptúan las constitucionales, disposiciones jurídicas que tienen como finalidad regular situaciones específicamente dadas de acuerdo con condiciones políticas, económicas, morales, de justicia, etc., cuando estas se alteran, deben también modificarse las leyes que las regulan, so  pena de generar, ante su obsolescencia,  una situación de "letra muerta" que sería tal vez lo menos malo, sino eventualmente un conflicto socio-político ante la falta de correspondencia con la realidad.

Ante esta perspectiva, con mucha visión de futuro, el Constituyente permite las adiciones y reformas a la Carta fundamental mediante una instancia constituida por el Congreso de la Unión y por las Legislaturas de los Estados, quienes conforme al artículo 135 de nuestra ley fundamental, sólo están facultadas para votar las propuestas de adición o reforma a dicho ordenamiento. 

Establecido lo anterior, efectivamente a los Congresos Locales sólo les ha tocado intervenir dentro del procedimiento de adición y reforma a la Constitución al estar dotados de voto, pero no de voz, lo cual no deja de ser una inconsecuencia, pues la lógica y el sentido común indican que debe oírse la opinión de alguien calificado para opinar, antes de que voten los que tienen derecho a ello; pues otorgar el derecho de voto como acción principal impidiendo que el votante se haga escuchar, ciertamente pugna contra el federalismo constitucional, que requiere de la participación de Estados miembros cada vez más informados y no de simples receptores pasivos de un voto.

Rescatar para las legislaturas locales la posibilidad de que se hagan oír, y no solamente puedan votar con respecto a las iniciativas de reforma constitucional, implica un ejercicio de federalismo, por cuanto así se garantiza en los hechos la participación activa de los integrantes del Pacto Federal en la conformación de la voluntad general, cuya más auténtica manifestación es precisamente, la revisión y actualización del mismo.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- La Quincuagésimo Sexta legislarua del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila, en ejercicio del derecho de iniciativa previsto por el artículo 71, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 67 Fracción II, de la Constitución Política Local, hace una atenta y respetuosa solicitud al H. Congreso de la Unión para que analice formalmente la propuesta legislativa que eleva a su consideración esta Soberanía, consistente en iniciativa de decreto que adicione un último párrafo al artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los siguientes términos:

MINUTA PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona un último párrafo al artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

ARTICULO 135.- .............................................

.............................................................................

Cuando el Congreso de la Unión, por conducto de alguna de sus Cámaras, reciba propuestas de adiciones o reformas constitucionales, antes de iniciar el procedimiento de discusión correspondiente deberá notificarlo a las legislaturas de los Estados, para que éstas designen a uno de sus miembros, con el objeto de que participen, exclusivamente con voz en la Cámara de origen, en dicho procedimiento de discusión. La acreditación de estos delegados podrá hacerse por los Congresos locales en cualquier tiempo hasta antes de la votación respectiva, pero en todo caso, el procedimiento de discusión se iniciará por la Cámara de origen transcurrido un plazo de quince días contado a partir de que los citados Congresos hayan recibido las notificaciones relativas.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Remítase este Punto de Acuerdo a las Legislaturas Estatales y a la Asamblea del Distrito Federal, a efecto de solicitar su solidaria adhesión al mismo, y remitan de considerarlo procedente su iniciativa ante el Honorable Congreso de la Unión.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, abril 25 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
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Dip. Latiffe Burciaga Neme
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Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de Ley que Crea el Instituto Estatal Contra las Adicciones, propuesta por el Diputado José Andrés García Villa.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 14 de diciembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Ley que Crea el Instituto Estatal Contra las Adicciones, propuesta por el Diputado José Andrés García Villa.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa de Ley que Crea el Instituto Estatal Contra las Adicciones, propuesta por el Diputado José Andrés García Villa, se basa en las consideraciones siguientes:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 4, confiere el rango de garantía individual al derecho de las personas a la salud y al acceso a los servicios de salud.

En un sentido amplio, la salud no es sólo la ausencia de enfermedad sino un estado de completo bienestar físico y mental en un contexto ecológico y social propicio para su sustento y desarrollo.

La salud es un elemento imprescindible del desarrollo y, en una sociedad que tiene como principio la justicia y la igualdad social es un derecho esencial de todos.

El uso, abuso y dependencia del tabaco, el abuso y la dependencia a las bebidas alcohólicas y el uso, abuso y dependencia a substancias psicoactivas o psicotrópicas trascienden en el ámbito de la salud individual y repercuten en la familia. En la escuela, en el trabajo y en la sociedad.

Diversos estudios y sistemas de información y vigilancia, dan cuenta de la magnitud y de las tendencias del uso y abuso de tales sustancias en nuestro país y en nuestro Estado, lo que ha permitido establecer que el abuso de bebidas alcohólicas y el alcoholismo constituyen nuestra problemática más importante, seguida por el tabaquismo y el consumo de otras sustancias psicoactivas y psicotrópicas.

Las adicciones representan una preocupación creciente para el Estado y la sociedad en general, ya que ocasionan graves consecuencias físicas y psicológicas en el individuo y en el orden social, que se traducen. En delitos, accidentes, desintegración y violencia familiar, ausentismo laboral, disminución de la productividad, entre otras.

Esta problemática exige la creación de un Instituto especializado que cuente con los recursos necesarios para establecer estrategias y acciones de investigación, prevención, tratamiento y rehabilitación, que permitan reducir la incidencia de las adicciones.

En la iniciativa se establece que el Instituto tendrá la naturaleza de organismo público descentralizado de carácter estatal. Con personalidad jurídica y patrimonio propios y estará adscrito a la Secretaria de Salud.

El Instituto tendrá por objeto promover, apoyar y ejecutar las acciones de los sectores públicos orientadas a la prevención del tabaquismo, alcoholismo y la fármaco dependencia.

Para el cumplimiento de su objeto. El Instituto tendrá atribuciones de carácter normativas, de coordinación y enlace de ejecución, de vigilancia, y de capacitación y de investigación.

Con el propósito de concentrar en un solo órgano de la administración pública. todas las atribuciones en la materia, se propone prescindir del actual Consejo Estatal contra las Adicciones, para que sus funciones sean asumidas por el Instituto, funciones que hasta ahora se encuentran limitadas a simples acciones de promoción y apoyo en la prevención y combate de las adicciones.

El Instituto se integrará en términos que se establece en esta ley.

La iniciativa prevé la constitución de un patronato, integrado por representantes de los sectores público, social y privado. Y tendrá por objeto obtener recursos financieros adicionales para el óptimo desarrollo de las funciones del Instituto.

TERCERO. Conforme al artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda persona tiene derecho a la protección de la salud, a cuyo efecto la ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de dicho ordenamiento.

“ El referido artículo 73 en su fracción XVI, a su vez establece como facultad del Congreso:

Dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e inmigración y salubridad general de la República.

1a.- El Consejo de Salubridad General dependerá directamente del Presidente de la República, sin intervención de ninguna Secretaría de Estado, y sus disposiciones generales serán obligatorias en el país. . . .”

Establecido lo anterior, la Ley General de Salud en sus artículos 184 bis, 185, 188, 190, 191 y 192, dispone lo siguiente:

“ARTICULO 184 bis.-  Se crea el Consejo Nacional Contra las Adicciones, que tendrá por objeto promover y apoyar las acciones de los sectores público, social y privado tendientes a la prevención y combate de los problemas de salud pública causados por las Adicciones que regula el presente Título, así como proponer y evaluar los programas a que se refieren los artículos 185, 188 y 191 de esta Ley. 

Dicho Consejo estará integrado por el Secretario de Salud, quien lo presidirá, por los titulares de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal cuyas atribuciones tengan relación con el objeto del Consejo y por representantes de organizaciones sociales y privadas relacionadas con la salud. 

El Secretario de Salud podrá invitar, cuando lo estime conveniente, a los titulares de los gobiernos de las entidades federativas a asistir a las sesiones del Consejo.

La organización y funcionamiento del Consejo se regirán por las disposiciones que expida el Ejecutivo Federal.

ARTICULO 185.- La Secretaría de Salud, los gobiernos de las entidades federativas y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra el alcoholismo y el abuso de bebidas alcohólicas que comprenderá, entre otras, las siguientes acciones:

I.- La prevención y el tratamiento del alcoholismo y, en su caso, la rehabilitación de los alcohólicos;

II.- La educación sobre los efectos del alcohol en la salud y en las relaciones sociales, dirigida especialmente a niños, adolescentes, obreros y campesinos, a través de métodos individuales, sociales o de comunicación masiva, y

III.- El fomento de actividades cívicas, deportivas y culturales que coadyuven en la lucha contra el alcoholismo, especialmente en zonas rurales y en los grupos de población considerados de alto riesgo.

ARTÍCULO 188.- La Secretaría de Salud, los gobiernos de las entidades federativas y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra el tabaquismo, que comprenderá, entre otras, las siguientes acciones:

I.- La prevención y el tratamiento de padecimientos originados por el tabaquismo, y

II.- La educación sobre los efectos del tabaquismo en la salud, dirigida especialmente a la familia, niños y adolescentes, a través de métodos individuales, colectivos o de comunicación masiva, incluyendo la orientación a la población para que se abstenga de fumar en lugares públicos.

ARTICULO 190.- En el marco del Sistema Nacional de Salud, la Secretaría de Salud coordinará las acciones que se desarrollen contra el tabaquismo, promoverá y organizará servicios de orientación y atención a fumadores que deseen abandonar el hábito y desarrollará acciones permanentes para disuadir y evitar el consumo de tabaco por parte de niños y adolescentes.

La coordinación en la adopción de medidas en los ámbitos federal y local se llevará a cabo a través de los acuerdos de coordinación que celebre la Secretaría de Salud con los gobiernos de las entidades federativas.

ARTÍCULO 191.- La Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra la farmacodependencia, a través de las siguientes acciones:
I.- La prevención y el tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes;

II.- La educación sobre los efectos del uso de estupefacientes, substancias psicotrópicas y otras susceptibles de producir dependencia, así como sus consecuencias en las relaciones sociales, y

III.- La educación e instrucción a la familia y a la comunidad sobre la forma de reconocer los síntomas de la farmacodependencia y adoptar las medidas oportunas para su prevención y tratamiento.

ARTICULO 192.- La Secretaría de Salud elaborará un programa nacional contra la farmacodepencia, y lo ejecutará en coordinación con dependencias y entidades del sector salud y con los gobiernos de las entidades federativas.” 

Congruente con la legislación federal, la Ley Estatal de Salud, en sus artículos 150, 152 y 154, prescribe:

“ Artículo 150. El Gobierno del Estado se coordinará con las autoridades sanitarias federales para la ejecución en el Estado del Programa contra el Alcoholismo y el Abuso de Bebidas Alcohólicas que comprenderá, entre otras las siguientes acciones:

Artículo 152. El Gobierno del Estado se coordinará con las autoridades sanitarias federales para la ejecución en el Estado del Programa contra el Tabaquismo, que comprenderá entre otras, las siguientes acciones:

Artículo 154. El Gobierno del Estado, realizará acciones coordinadas con la Secretaría de Salud del Gobierno Federal, en la ejecución del Programa Nacional contra la Farmacodependencia, en los términos del acuerdo de coordinación específico que celebren ambos órdenes de gobierno.”
De acuerdo con la normatividad antes mencionada, el programa contra las adicciones se maneja a través de los acuerdos de coordinación celebrados entre la federación  y las entidades federativas, a cuyo efecto la primera creó el Consejo Nacional Contra las Adicciones y las segundas los Consejos Estatales Contra las Adicciones, como específicamente aconteció en nuestro Estado, que creó el Consejo Estatal Contra las Adicciones mediante Decreto Publicado en el Periódico Oficial del Estado No. 73 de fecha 13 de septiembre de 1994.

Así las cosas, no es al Legislativo Estatal a quien compete dictar normas contra las adicciones, por lo que la Iniciativa mediante la cual se propone la creación del Instituto Estatal Contra las Adicciones, no solo duplica las funciones  que competen al Consejo Estatal Contra las Adicciones, sino que va en contra de lo establecido en la Constitución General de la República, la Ley General de Salud y la Ley Estatal de Salud, que maneja la lucha contra las adicciones a través de programas de coordinación entre la Federación y el Estado, siendo las dependencias del Poder Ejecutivo del orden federal y local a quienes compete la celebración de esos acuerdos de coordinación.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan es el caso de emitir el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.  Por las razones expuestas, deberá desestimarse la Iniciativa de Ley que Crea el Instituto Estatal Contra las Adicciones.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamiz Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, febrero 16 2005.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de Ley Para La Protección A Los No Fumadores En El Estado de Coahuila de Zaragoza,  propuesta por el Diputado José Andrés García Villa;  y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día, 20 de diciembre de 2004, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Ley Para La Protección A Los No Fumadores En El Estado de Coahuila de Zaragoza,  propuesta por el Diputado José Andrés García Villa.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que la Iniciativa de Ley Para La Protección A Los No Fumadores En El Estado de Coahuila de Zaragoza  propuesta por el Diputado José Andrés García Villa, se basa en las consideraciones siguientes:

El uso, abuso y dependencia al tabaco, constituyen un grave problema de salud publica y tienen además, importantes consecuencias negativas que trascienden en el ámbito de la salud individual y repercuten en la familia, en la escuela, en el trabajo y en la sociedad.

El tabaquismo esta considerado como una adicción de fuerte impacto social y económico, lo anterior en atención a que las enfermedades asociadas a su uso y abuso son un factor importante de ausentismo laboral y por consecuencia disminuye la productividad económica.

Es importante resaltar que el 43% de la población no fumadora convive cuando menos, con un fumador por lo cual es evidente que la proporción de fumadores pasivos es grande, estando expuesto a sufrir los mismos daños a la salud de los fumadores.

La nicotina, sustancia activa del cigarro produce verdaderos efectos farmacológicos sobre los aparatos: cardiovascular, respiratorio y digestivo sobre las glándulas suprarrenales el sistema nervioso central, músculos, y en el caso de la mujer embarazada, influye negativamente en el adecuado desarrollo del feto lo que propicia partos prematuros, niños con bajo peso al nacer y mortalidad perinatal.

Fumar es la principal causa de enfermedad y muerte prevenible en el mundo y en nuestro país. En el ámbito mundial se le atribuyen 3,000,000 de muertes anuales; de seguir la tendencia anual serán de 10,000,000 en el 2020 y de estas el 70% ocurrirán en países en vías de desarrollo.

En México, el tabaquismo se le asocia con más de 44,000 muertes al año, esto es, mueren 122 diariamente por su consumo. Aproximadamente un millón de menores de 18 años son fumadores y una tercera parte fallecerán por ese motivo.

Las muertes atribuibles al uso del tabaco y sus enfermedades colaterales, representan I cuarta parte de la mortalidad total por lo que el tabaquismo se encuentra entre las primeras causas de mortalidad en nuestro país y desde este punto de vista representa un importante problema de salud publica.

Los países afiliados a la organización mundial de la salud trabajan incansablemente en los programas dirigidos al control del uso del tabaco y desde hace 8 años enfatizan estas labores en la celebración del 31 de mayo DÍA MUNDIAL SIN FUMAR, como una manera de llamar la atención en todo el mundo para sumar esfuerzos con el fin de evitar que mas jóvenes se inicien en esta adicción o dejen el ámbito quienes ya son adictos.

En este esfuerzo conjunto las instituciones de salud educación y los sectores publico, social y privado implementan programas preventivos sobre los efectos del tabaco.

TERCERO. 
Esta Comisión  coincide con el autor de la iniciativa   en que el tabaquismo constituye un grave problema de salud pública y esta considerado como una adicción que tiene un fuerte impacto  social y económico.

El derecho a la salud, es un derecho del que gozamos todos los mexicanos, tutelado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y particularmente en nuestro Estado de Coahuila, por la Constitución Política Local.

El objeto de la Ley Estatal de Salud es normar y garantizar el derecho a la protección de la salud de los habitantes del Estado, para lo cual otorga a las autoridades sanitarias estatales, además de otras Facultades, la de promover programas contra el tabaquismo a fin de prevenir y atender los padecimientos ocasionados por el mismo. El artículo 4° de la citada ley, en materia de salubridad general, faculta al Estado de Coahuila a  participar con las autoridades federales en el desarrollo de los programas contra el alcoholismo, el tabaquismo y la farmacodependencia, de conformidad con el acuerdo de coordinación específico que al efecto se celebre.

Específicamente, la precitada Ley Estatal de Salud implementa el programa contra el tabaquismo en los términos siguientes:

Artículo 152. El Gobierno del Estado se coordinará con las autoridades sanitarias federales para la ejecución en el Estado del Programa contra el Tabaquismo, que comprenderá entre otras, las siguientes acciones:

I. La prevención y el tratamiento de padecimientos originados por el tabaquismo, y

II. La educación sobre los efectos del tabaquismo en la salud, dirigida especialmente a la familia, niños, adolescentes, a través de métodos individuales, colectivos o de comunicación masiva, incluyendo la orientación a la población para que se abstenga de fumar en lugares públicos.

Artículo 153. Para poner en práctica las acciones contra el tabaquismo, se tendrá en cuenta los siguientes aspectos:

I. La investigación de las causas del tabaquismo y de las acciones para controlarlas, y

II. La educación a la familia para prevenir el consumo de tabaco por parte de niños y adolescentes.

En ejercicio de la facultad reglamentaria, para la mejor aplicación y observancia de la multicitada Ley Estatal de Salud, el Ejecutivo, con fundamento en  la fracción XVIII del Artículo 82 de la Constitución Política del Estado, expidió el REGLAMENTO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS NO FUMADORES EN EL ESTADO DE COAHUILA, publicado en el Periódico Oficial  No. 12 del 11 de febrero de 1992, que se encuentra vigente.

Dicho Reglamento se ocupa en el capítulo primero del objeto y los sujetos; en el capítulo segundo, de las secciones reservadas en locales cerrados y establecimientos; en el capítulo tercero, de los lugares en los que queda prohibida la práctica de fumar; en el capítulo cuarto, de la divulgación, concientización y promoción; en el capítulo quinto, de las inspecciones; en el capítulo sexto, de las sanciones; en el séptimo, de las notificaciones; y, en el octavo, del recurso de inconformidad.

Por su contenido, la Iniciativa de Ley que ahora se examina es semejante al Reglamento a que se ha hecho referencia, por lo que se sugiere únicamente adicionar dicho reglamento con el capítulo quinto de la misma, que se refiere a la Venta de Tabaco. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.-  No resulta procedente aprobar la Iniciativa de Ley Para La Protección A Los No Fumadores En El Estado De Coahuila De Zaragoza, dado que con idéntico contenido se encuentra vigente el Reglamento Para La Protección De Los No Fumadores En El Estado De Coahuila, pero si se puede enriquecer dicho reglamento con la inclusión del Capítulo Quinto de la Iniciativa, referente a la venta de tabaco.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, enero 31 de 2005
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